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"LA REQUISA ": UNA FIGURA JURIDICO·POLlTlCA 

Ana María Conesa Ruiz 

Introducción 

La requisa es una de las figuras más representativas del papel que el Dere­
cho juega en un sistema político como el mexicano, en tanto instancia de 
sometimiento y control. Sin embargo, la reducción de esta institución al 
campo del Derecho Administrativo parece haberle otorgado una cierta 
"impunidad". En efecto, ella ha sido considerada muy tangencialmente 
en los estudios críticos sobre la función de la legalidad capitalista y, en ge. 
neral, se ha dado por sentado que la aplicación de esa medida es una facul­
tad de la Administración, habiéndose limitado el discurso de izquierda a 
combatir su ejecución en casos concretos, pero sin profundizar mayonnen­
te en el análisis de su naturaleza. En la generalidad de 108 casos, 109 pronun­
ciamientos cuestionadores de su existencia se han dado en los periodos en 
que ella ha estado vigente y estas protestas se han silenciado una vez que 
sus efectos han cesado. Así vemos cómo la ficción ideológica que encubre 
a las diversas instituciones jurídicas laborales parece cobijar cuidadosamen­
te a ésta, al punto de que ni siquiera es contemplada en la propia legislación 
laboral. 

En este ensayo se expondrán algunas reflexiones en tomo al eneua­
drante jurídico de la requisa y el manejo que el Estado hace de ella, para 
analizar luego el caso más reiterado de su aplicación: el de los telefonistas. 
He considerado importante ofrecer previamente una breve referencia del 
surgimiento y aplicaciónhistórica de esta medida, para conformar un mar­
co que oriente el análisis de la naturaleza jurídica de esta institución y, 
sobre todo, de su manejo por parte del Estado . 

.. UAM-Azcapotzalco. Derecho. 
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1. La requisa en la Historia del Movimiento Obrero 

El historicismo es uno de los criterios utilizados en la ciencia jurídica para 
la interpretación de las normas, que si bien no es el más importante sí es 
particularmente válido en el C8S0 de las instituciones laborales, en tanto 
que su creación y desarrollo ha estado sumamente vinculado al del movi­
miento obrero. Por ello, el análisis del contexto histórico en que surge la 
Ley que regula la requisa, es decir, la Ley de Vías Generales de Comunica­
ción (LVGC) ayudará a comprender su trascendencia y permitirá entender 
cómo su puesta en práctica ha constituido una extrapolación tanto de las 
situaciones históricas que motivaron su creación, como de 108 presupuestos 
legales que la contienen. Con ello se comprueba una vez más la irracionali· 
dad de la legalidad capitalista: la LVGC no sólo es violatoria deltexto cons­
titucional, como se verá más adelante, sino que, por si ello no fuera sufi· 
ciente, la aplicación que de la misma se ha hecho ni siquiera encuadra ca­
balmente en los presupuestos que su texto contempla. Es decir: 10 que se 
trata es de someter; si este sometimiento puede justificarse legalmente, el 
sistema no quedará tan desgastado. Pero si ello no es posible, el aparato es­
tatal avanza implacable y rebasa su propia legalidad. 

En efecto, la Ley de Vías Generales de Comunicación se promulga el 
19 de febrero de 1940, último año de gobierno del General Cárdenas. Era 
un momento en que el país resentía la situación creada por la Segunda 
Guerra Mundial y en los círculos gubernamentales se considera la necesi­
dad de disponer de un marco jurídico adecuado a la coyuntura de guerra. 
Entonces se justifica la creación de la requisa "por la importancia de garan­
tizar plenamente el funcionamiento de la comunicación frente a posibles 
sabotajes provocados por agentes extranjeros "1. Responde así la promulga­
ción de esta ley a una situación de guerra que se agudizó en los primeros 
aftos del gobierno de Avila Camacho y ello motiva al Estado a realizar un 
llamado a la "Unidad Nacional" que fue interpretado más adelante por 
algunos sectores -entre ellos la C.T.M.- como exhortación a la "suspen_ 
sión de la lucha de clases H mientras durara el estado de guerra entre Mé­
xico y las Potencias del Eje. 

Fruto de esta época son otros dos dispositivos legales creados con la 
misma finalidad de la requisa y de clara incidencia para la organización 
obrera: las refonoas a la Ley Federal del Trabajo en materia de huelga y el 
delitQ de disolución social. 

Las primeras, introducidas en la Ley Laboral en abril de 1941, consig­
nan un delito específico para el ejercicio del derecho de huelga distinto de 
los tipificados en el Código Penal y que se refiere a la aplicación de sancio­
nes privativas de la libertad y de carácter pecunario para aquellos que impi­
dan o estorben el trabajo de los no huelguistas o la reanudación de labores 
cuando la huelga sea declarada ilícita o inexistente. Se sanciona también a 
quienes no siendo trabajadores participen en una huelga que tenga dicho 
carácter. 

1 Bensusán, Graciela. El derecho del trabajo en la hútoria de México: una aproxi­
mación general, Siglo XXI. Cap. 111. p. 2. 
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Por su parte, el delito de disolución social, ¡ocluído en el Código Penal 
en octubre de 1941, consideraba como conductas delictivas la propaganda 
política que difundiera "ideas exóticas" (provenientes de gobiernos extran­
jeros dice el texto) que perturbaran el orden público. Incurría también en 
este delito quien realizara actos tendientes a producir la rebelión, asonada 
o motín, así como aquellos que realizaran o incitaran a otros a realizar ac­
tos de sabotaje o de provocación con fines de perturbación del orden o de 
la paz pública2 . 

La historia nos ha demostrado cómo estas medidas -de las cuales sólo 
la requisa sigue vigente- se convirtieron en una "trilogía de medidas inti­
midatorias" (Bensusán) que permitió la represión de importantes luchas 
obreras y populares suscitadas en esa década y en los años posteriores3 . 

Solamente por lo que se refiere a la requisa, vemos que ella fue practicada 
en contra de los trabajadores telefonistas en diez ocasiones4 ; en contra de 
los ferrocarrileros en 1959 y en la huelga estallada en 1962 por los trabaja­
dores de la empresa Radio Aeronáutica Mexicana (RAMSA) donde se re­
quisa la empresa "para que el público no sufriera suspensiones del servicio 
aéreo II y se "ordena" a los trabajadores que continúen sus labores, a pesar 
de que su huelga había sido declarada exü¡tente. 

También "la requisa fue un arma diligentemente utilizada por el go­
gierbo de López Mateos. En la Compañía Mexicana de Aviación se aplicó 
en 1959y 1964"'. 

Del anterior repaso se desprende cómo esta medida creada para tiem­
pos de guerra ha sido utilizada en todo tiempo en contra de los trabajado­
res. Los tiempos de paz son distintos, situación que no ha captado la 
Administración. 

2. El Estado y la Requisa 

Para entender el manejo que el Estado hace de algunas figuras jurídicas es 
necesario analizar el encuadramiento legal de las mismas. Para ello, es obli­
gado remontarse' a la fuente de validez de nuestro orden nonnativo: la 
Constitución. Esta establece una serie de garantías individuales y sociales 
que dan sustrato y contenido a las leyes reglamentarias y secundarias. Así, 
el principio de "supremacía constitucional" consignado en el artículo 133 
debe enmarcar la .... amentación de las garantías contenidas en la Norma 
Fundamental. Esto, desde un punto de vista formal. Sin embargo, el análi­
sis del orden jurídico reglamentario en nuestro país, arroja una concJusión 

2 Bensusán, Graciela, loc. cito 
3 Para un análisis más detallado sobre estos aspectos véase Bensu8Ín Graciela, op. 

cit. 
4 Las fechas de estas requisas son las siguientes: 1944, 1950, 1952 (requiJa vir­

tual), 1960, 1962, 1979 (.n d .. oca.ion." marzo y abril~ 1980, 1982 (sin que me­
diara estado de huelga. sino conflicto intersindica1) y 1984. Fuente: Trejo Delabre, 
Raúl, Tre. hue@w de telefonúttu. Hacia un ,indicIJlumo democrático, Cuadernos de 
Uno más Uno, 1980. 

5 Hinojo .. , Osc&r y Hemández Emilio, "La Belisario Domínguez": premio por 
dos sexenios de servir a los empresarios, en Procuo No. 414, 8 de octubre de 1984, 
p.7. 
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irrebatible: "En la medida en que decrece el grado jerárquico de las normas, 
mayores barreras coloca el Estado en la práctica de los derechos públicos 
subjetivO'O"6. Esta afirmación esta fundamentada en numerosos ejemplos 
que rebasan el ámbito de lo laboral y a los que por razones de espacio no 
me referiré ahora 7 . Tal característica de nuestro sistema nonnativo es ex­
presión del papel que el Derecho debe cumplir en un sistema como el me­
xicano: el de ser un "dispositivo de fuerza permanente que garantiza las 
condiciones generales de la producción capitalista ,,s, Así, el control no se 
dá tan abiertamente al nivel de las disposiciones constitucionales, pues con 
ellas se pretende preservar el disfraz de "progresista" y "democrático" del 
gobierno, sino que los mecanismos restrictivos empieza a introducirse en 
los peldaños descendentes del sistema normativo. 

Lo anterior consideración se aprecia claramente en el caso de los dere­
chos laborales y más aún en aquellos que se refieren al ejercicio colectivo. 
Constatamos así cómo los derechos de libertad sindical y de huelga son 
contemplados en términos amplios en el texto constitucional; pero a partir 
de su reglamentación se introducen las cortapisas, las frases condicionado­
ras que vienen a hacer nugatorio su ejercicio. Tal es el caso del registro sin­
dical y de las disposiciones en materia de huelga contenidas en la Ley Fe­
deral del Trabajo. 

En este espacio se ubica también la requisa, figura que sin estar regu­
lada en el código laboral constituye una severa limitación a derechos la­
borales fundamentales: la libertad de coalición y el derecho de huelga. 
Analizaré ahora las disposiciones que la regulan y la forma en que éstas en 
el texto y en su aplicación práctica vienen a afectar los derechos laborales 
arriba citados. 

El precepto que crea la requisa es el artículo 112 de la Ley de Vías 
Generales de Comunicación, cuyo texto es el siguiente: "En caso de guerra 
internacional, de grave alteración del orden público, o cuando se tema al­
gún peligro inminente para la paz interior del país o para la economía 
nacional, el Gobierno tendrá derecho de hacer la requisición9 , en caso de 
que su juicio lo exija la seguridad, defensa, economía o tranquilidad del 
país, de las vías generales de comunicación, de los medios de transporte, de 
sus servicios auxiliares, accesorios y dependencias, bienes muebles, inmue­
bles, y de disponer de todo aquello como lo juzgue conveniente. El Gobier­
no podrá igualmente utilizar el personal que estuviese al servicio de la vía 
de que se trate, cuando lo considere necesario". 

Por su parte, los artículos 1 y 2 de la misma ley definen el concepto 
de "vías generales de comunicación". La enumeración comprende traba-

6 Larrafi.aga, Eduardo, "Résimen AdminÍltrotivo de 101 DerechOl HumanOl en 
México. Una aproximación crítica", UAM, mimeo,1984, p. 17. 

7 Véase Larrafi.aga E., op. cit., que contiene un estudio más amplio sobre el carác­
ter restrictivo de la reglamentación adminÍ8trativa. 

8 Ibídem., p. 55. 
9 Es inaebida en este caso la utilización del término "requisición", el cual se re­

fiere a una figura legal totalmente distinta, contemplada en el párrafo final del artícu­
lo 16 constitucional, en el sentido del derecho que asiste a los militares en tiempo de 
guerra de exigir a los particulares alojamiento, alimentos, bagajes y otras prestacionel!l. 
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jadores marineros, navegantes, estibadores, portuarios, ferrocarrileros, per­
sonal de aire y tierra de aerolíneas, de teléfonos, electricistas, carteros, te­
legrafistas, trabajadores de radio y televisión, de transportes terrestres, etc. 

Si analizamos el primero de los artículos citados, en rela'ción con los 
artículos 27 y 123 constitucionales, encontramos lo siguiente: 

a) El párrafo tercero del artículo 27 constitucional dispone que la "Na­
ción tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada 
las modalidades que dicte el interés público". 

Si bien no existe un criterio doctrinal unifonne en torno al significado 
y alcance del término "modalidades a la propiedad", podríamos adherir­
nos a 10 señalado por autores como Fraga y fundamentalmente a lo dis­
puesto por la jurisprudencia de la Corte y equiparar las modalidades con 
las limitaciones a la propiedad; es decir, considerarlas como restricciones al 
uso, goce y disposición del dominio. 

Ahora bien, en función de este interés general; por darle un sentido so­
cial a la propiedad y con el deseo de salvaguardar el interés público en los 
servicios de comunicación, se ha pretendido justificar la afectación a los 
derechos colectivos de grupos sociales específicos. Pareciera ser este el ra­
zonamiento: "se afecta lo menos por lo más ". Así, por ejemplo, en el caso 
de los telefonistas, que más adelante analizaremos, el argumento del Esta­
do sería el de afectar a un sindicato en el ejercicio de los derechos de coa­
lición y de huelga, a fin de salvaguardar el interés "nacional". 

Pero surge aquí una cuestión que ha escapado del análisis general: el 
párrafo tercero del mencionado artículo 27, habla de modalidades a la pro­
piedad privada_ Si consideramos a la requisa como una modalidad a la 
propiedad (puesto que ella sería la única fonna de encontrarle fundamento 
constitucional), ella solamente podría practicarse en las empresas propie­
dad de particulares, es decir, en el sector privado de las vías de comunica­
ción; no así en los servicios públicos nacionales tales como ferrocarriles, 
correos, telégrafos y electricidad entre otros, ya que éstos forman parte 
de los bienes del dominio de la federación. Es decir, la acción requisitoria 
en estos servicios (que de hecho ya se ha dado) es violatoria del artículo 
27 constitucional. 

Ahora bien, en el marco de este precepto, la definición sobre la pro­
cedencia de la requisa en el caso de Teléfonos se hace más compleja, pues 
si atendemos a la composición de capital de la empresa que presta el ser­
vicio telefónico nacional, nos encontramos que en ella hay concurrencia 
mixta, si bien es mayoritaria la participación del gobierno federal. Por 
ello podría argumentarse que en este caso, desde el punto de vista del 27 
constitucional, la requisa es procedente. Si bien tal afirmación puede ser 
cuestionable a partir de un análisis más profundo sobre la ubicación admi­
nistrativa de esta empresa y sobre la naturaleza del servicio que presta, la 
polémica en torno a ella es sumamente interesante y la apuntamos como 
un tema a reflexionar en otro espacio, con mayores elementos y por espe­
cialistas en esa materia. En todo caso, la conclusión afirmativa sobre la 
procedencia de la requisa en el servicio telefónico, desde la óptica del 27 
constitucional, no invalidaría nuestra afirmación en torno a la anticonsti­
tucionalidad del artículo 112 y demás relativos de la L VGC por lo que 
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se refiere a todos los demás servicios que enos contemplan y que en nues­
tro país son prestados en la mayoría de los casos por empresas de propie­
dad pública. 

b) Donde sí queda más de manifiesto la anticonstitucionalidad de la 
re-quía8 es en el análisis de ésta en el marco del artículo 123 de la Carta 
Magna. 

En efecto, como señalamos líneas arriba, los derechos de coalición y 
de huelga son contemplados en las fracciones XVI, XVII Y XVIII de este 
precepto en términos amplios. La legislación reglamentaria debe simple­
mente regular el ejercicio de estos derechos. Sin embargo, así como el pro­
cedimiento de registro sindical contemplado en la Ley Federal del Trabajo 
obstaculiza el ejercicio de la libertad sindical al atribuirle al Estado la facul· 
tad de intervenir en la constitución de los sindicatos decidiendo cuál debe 
existir jurídicamente y cuál no; y así como las disposiciones relativas al 
emplazamiento de huelga y a la tramitación de éste por parte de las autori­
dades, constituyen en la práctica restricciones al derecho constitucional de 
huelga al otorgar facultades amplísimas a dichas autoridades para admitir 
o desechar tales emplazamientos, tamhién así la regulación que la Ley de 
Vías Generales de Comunicación hace de la requisa constituye una afecta· 
ción a los derechos de coalición y de huelga. Efectivamente, mediante la 
requisa, el Estado logra desarticular la organización de los trabajadores. 
Tal es el caso de aquellas requisas practicadas en contra de los trabajado­
res telefonistas (en 1982 y en 1984) en que no medió estallamiento de 
huelga. Con ellas lo que se obtuvo fue el amedrentamiento de la organi. 
zación sindical para continuar con su acción combativa frente a la empre· 
sao Obvio es decir que la requisa constituye también un atentado contra el 
derecho de huelga en la medida en que con ella ceSa uno de los objetos 
fundamentales del ejercicio de este derecho: la suspensión de las labores 
como medio de presión para el logro de las demandas laborales. En defini· 
tiva lo que se combate con esta medida es la toma de conciencia y de or· 
ganización ohreras. 

A partir de los anteriores argumentos se puede perfilar la caracteriza· 
ción de la requisa como figura anticonstitucional. Ella es polémica, en tan­
to que también existen posiciones fundadas que defienden la facultad que 
asiste al Estado para imponer una medida de este tipo cuando la situación 
del país realmente 10 requiera. Para quienes esto defienden, la incongruen. 
cia no se encuentra en la regulación misma de la requisa tal como lo hace 
el artículo 112 de la LVGC, sino más bien en la aplicación que de ella se 
ha hecho. Ciertamente, es incuestionable que los decretos requisadores 
que se han dictado en el país jamás han sido precedidos realmente por si· 
tuaciones que tipifiquen los presupuestos de "guerra internacional, grave 
alteración del orden público o peligro inminente para la paz interior del 
país". Es decir, ni duda cabe que el manejo que el Estado ha hecho de esta 
figura ha respondido a intereses de Índole distinta a los contemplados por 
la citada ley. Sin embargo, desde mi punto de vista, la incongruencia esta­
tal no radica únicamente en la aplicación de la requisa, sino que vá más 
allá. Para mÍ 1 ella se dá a partir del mismo texto del precepto que la crea: 
en la facultad tan discrecional (¿arbitraria?) que se le otorga al Gobierno 
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para aplicarla cuando a su juicio sea necesario y para disponer de los servi­
cios como lo juzgue conveniente. También es arbitraria por indefinida la 
disposición que pennite al Gobierno utilizar al personal cuando lo con­
sidere necesario. Lo subjetivo de estas facultades dá lugar a que el Estado 
haga uso de ellas en base a un criterio político. Y ello es precisamente lo 
que ha sucedido en la historia de su ejecución: han sido las consideraciones 
de "peligrosidad política!) de ciertas luchas obreras las que han dado lugar 
a 108 decretos requisadores. Ello lo veremos más detalladamente al comen­
tar el C8S0 de la última requisa al servicio telefónico; pero este principio, 
ha sido común denominador de todos los casos: en lo álgido de la lucha 
obrera y ante la torpeza o impotencia de empresas y autoridades laborales 
para dominar la situación, el Gobierno la decreta. Obtiene así el fundamen· 
to legal para actuar de acuerdo a las necesidades políticas o económicas 
del sistema. No hay necesidad de someterse a procedimiento laboral al­
guno. Basta que "a su juicio 11 surja la situación de emergencia. 

Hay un argumento más para fundamentar la anticonstitucionalidad de 
esta figura: la violación que el artículo 112 de la LVGC hace respecto al 
artículo quinto de la Constitución: ésta se configura con la obligación que 
el primero de los preceptos citados impone a los trabajadores para reini­
ciar las labores una vez que ella es decretada. Tal orden contradice el texto 
del precepto constitucional citado que establece que "nadie podrá ser obli­
gado a prestar trabajos personales sin la justa retribución y sin su pleno 
consentimiento". Pero es el caso que la Ley de Vías en su artículo corres­
pondiente pennite "utilizar el personal que estuviese al servicio de la vía de 
que se trate, cuando lo considere necesario" y, en general, los decretos re­
quisadores "ordenan" a los trabajadores continuar con su trabajo a pesar 
de que éste se encuentre suspendido a virtud de un movimiento de huelga. 
La desobediencia de esta orden tipifica el delito de sabotaje contemplado 
en el artículo 140 del Código Penal. Se cierran así las "pinzas" del control 
estatal. 

Por todo lo anterior, considero que la requisa es una institución viola­
toria de garantías constitucionales. No dejo de reconocer que los presu­
puestos que contempla el precepto que la crea se refieren a situaciones que 
de darse realmente, ameritan el establecimiento de límites para la acción 
colectiva de los trabajadores, en aras del respeto al interés genuino de la 
sociedad cuando esta atraviesa momentos críticos. Pero considero que si 
ese es el objetivo, l. ley debería reglamentar esta figura de una fonna 
distinta a la actual en la que realmente se lograra el respecto a los derechos 
de los trabajadores y la atención a situaciones de emergencia. Las propues­
tas en ese sentido 80n diversas. No es el momento ahora de abordarlas, pero 
es imperativo su estudio. Básicamente ellas tienen que ver con el estable­
cimiento de mecanismos que limiten la facultad estatal y con mecanis­
mos de control y de consulta previos a su establecimiento. 

Finalmente, debe señalarse que la regulación legal de la requisa además 
de restringir garantías constitucionales, viola derechos laborales trascen­
dentes como lo son aquel10s que se refieren a la aplicabilidad en cada cen· 
tro de trabajo del contrato colectivo, por encima de lo dispuesto por la 
propia ley laboral. En estos contratos se establecen procedimientos espe-
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cíficos para el ingreso del personal (cláusulas de preferencia sindical) y 
criterios para determinar los puestos de base y los de confianza. Todos es-­
tos mecanismos son nulificados por el contenido de los decretos requisa­
dores, los que permiten a la empresa contratar personal al margen de loe 
procedimientos contractuales e imponer personal de confianza para reali­
zar labores propias del personal de hase. 

No es admisible que bajo la consideración de atender al interés general 
se vulneren derechos de amplios grupos sociales. También es obligación del 
Estado el protegerlos mediante la adecuada regulación de medidas como 
la requisa. Siempre habrá lugar a la injusticia cuando quienes estén autori­
zados para dar contenido a conceptos como "utilidad pública", "bien co­
mún n, etc., estén investidos de facultades ilimitadas. Coincidio con quienes 
afirman que "el concepto_ de utilidad pública es -otra excusa del poder ... 
Se ha convertido en la herramienta estatal por excelencia para restringir 
los derechos humanos . .. Envolturas legales que encubren una prohibición, 
una sanción, una represión. Todo se vale mientras se conserve el orden in~ 
terior: hasta violar la Constitución ~~lO. 

3. El Caso de lo. Telefonistaa 

No pretendemos en el presente capítulo realizar un análisis exhaustivo so~ 
bre las requisas practicadas en Teléfonos, ni mucho menos una evaluación 
de la lucha de los trabajadores telefonistas. En realidad, hemos selecciona· 
do el caso de la requisa iniciada el 7 de septiembre de 1984 para ejemplifi­
car los planteamientos de los capítulos precedentes e introducir nuevas 
líneas de reflexión, También 10 hemos considerado por ser un caso Suma­
mente representativo de la posición que asume el Estado Mexicano ~en un 
periodo de crisis~ frente al movimiento obrero y, fundamentalmente, ilus~ 
tra sobre el papel del Derecho como legitimador de medidas represoras. 
De ahí que las referencias históricas sean circunstanciales y se utilicen sólo 
para fundamentar mi apreciación en tomo a la naturaleza jurídica y polí~ 
tíca de este instrumento. 

Los telefonistas constituyen un gremio que a setenta años de haberse 
sindicalizado, han protagonizado una combativa carrera sindical que se 
ha acelerado vertiginosamente en los últimos ocho años. Si bien el STRM 
nace en 1950, al unificarse los trabajadores de la Compañía Ericson y de 
Teléfonos de México, las luchas de ese sector se remontan a 1915 cuando 
realizan la primera huelga en pos del reconocimiento de su sindicato. En 
el periodo anterior a la constitución del STRM se realizan por lo menos 
dos huelgas importantes 11 , una en marzo de 1944 que duró más de un mes, 
que concluyó con la requisa y otra en noviembre de 1950 que tuvo el mis­
mo fin. En total, un repaso cuantitativo de las luchas de los telefonistas 
arroja los siguientes resultados: alrededor de dieciséis movilizaciones, doce 
de ellas en las que medió movimiento de huelga; una lucha de gran trascen-

10 Larraftaga,op. cit., p. 80. 
11 Trejo Delabre, op. cit. 
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dencia por la democratización de su sindicato (1976) y diez requisas, una 
de ellas virtual. 

Los anteriores datos n08 ilustran sobre el carácter combativo de este 
gremio y permiten entender la actitud que la empresa y el aparato estatal 
han asumido frente a sus demandas, actitud que se ha caracterizado como 
de suma dureza e intransigencia. En efecto, en su relación con este sindica­
to, el Estado ha hecho valer todo el rigor de su fuerza -disfrazada de lega­
lidad- y así la requisa ha representado la única medida efectiva Con la que 
ha logrado acallar su organización. Ante la impotencia estatal, ella ha dete­
nido el avance de su lucha. Por ello es exacta la afirmación de que esta fi­
gura "ha sido creada, mantenida y ejecutada como un especial instrumento 
del Estado para negar las demandas de los trabajadores de esa industria" 12 • 

La historia de la última ejecución de este "instrumento anti-huelga" 
como la calificó el periodista Francisco MartÍnez de la Vega, se inicia el 7 
de septiembre cuando los periódicos informan que "luego de 5 días de 
trastorno en el servicio de comunicación telefónica y en el período de pró­
rroga de la huelga emplazada por el Sindicato del ramo, el Gobierno Fede­
ral requisó ayer a las doce horas la empresa paraestatal Teléfonos de Méxi­
co, S. A.,,13. 

Su ohjeto: "Garantizar la eficiente prestación del servicio telefónico ". 
La causa que la originó: "problemas laborales (que) deterioraron conside­
rablemente los servicios y las tareas que desempeña la empresa. La afecta­
ción de los servicios que ella presta al Gobierno Federal (telex, telégrafos, 
comunicaciones de la Secretaría de la Defensa, etc.), ponen en peligro la 
seguridad y la economía del país que el Estado tiene la responsabilidad de 
evitar" 14 

El funcionario de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes que 
quedó a cargo de la requisa, señaló que Se "utilizarán los servicios del ac­
tual personal con sujeción a las normas del Contrato Colectivo de Trabajo 
y podrá, en su caso, emplear otro distinto a fin de garantizar la eficiente 
prestación del servicio telefónico" 15 . 

Desde el primer momento, las autoridades requisadoras pretendieron 
desligar la ejecución de esta medida de cualquier conexión con aspectos la­
borales: "no se juzgó sobre la problemática de orden laboral que prevalece 
en la empresa, sino que se procura preservar y mantener la continuidad del 
servicio" 16. "La requisa se realizó para asegurar el derecho que tienen los 
mexicanos a la libre comunicación y no con el objeto de impedir la huel­
ga ,,17, informó días después el secretario del ramo, en su comparecencia 
ante el Congreso. 

Sin embargo, la visión de los trabajadores es diferente: El problema es 
que con la requisa, prácticamente se pierden los derechos sindicales, se 

12 Martínez de la Vega, Francisco, "De la admirable santidad obrera", La Jorna-
do, septiembre 29, 1984. 

13 Excélsior, 8 de septiembre de 1984. 
14 Loe. cito 
15 Uno mÓ$ uno, 8 de septiembre de 1984. 
16 Exeéuior, 15 de septiembre de 1984. 
17 Uno már uno, 8 de septiemhre de 1984. 
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anula el Contrato Colectivo de Trabajo y se ejerce una constante presión y 
hostigamiento por parte del personal uniformado que patrulla constante­
mente las instalaciones" 18 , declara el Secretario General del STRM. 

El escenario político que enmarca los hechos que dieron lugar a las an­
teriores declaraciones, se caracteriza por un estado general de agita.ción la­
boral derivada del período de crisis económica por el que atraviesa nuestro 
país y en particular los sectores populares. Pero, como antecedente más in­
mediato, se encuentra el ambiente generado en el sector laboral por el in­
cremento decretado en junio de 1984 para 108 salarios mínimos que plan­
teó al sindicalismo oficial e independiente el reto de lograr incrementos 
salariales "de emergencia" para los trabajadores que teniendo ingresos su­
periores al mínimo legal no fueron beneficiados por la medida guberna­
mental decretada. Los logr05 Son desiguales: en algunos casos se obtienen 
aumentos que si bien no son cuantitativamente importantes sí constituyen 
avances sindicales. En otros centros de trabajo, la patronal adopta una po­
sición inflexible: se niega a atender la demanda de los trabajadores (20.2% 
de incremento salarial), argumentando que no tiene posibilidades para 
otorgarlo. Tal es el caso, entre otros, de las universidades, de las empresas 
paraestatales -entre ellas Teléfonos y de un sin fin de pequeñas y media­
nas empresas. 

Si bien tal argumentación pudiera ser realista para el caso de muchos 
centros de trabajo de los sectores privado y público, que operan con núme­
ros rojos, no eS el caso de la telefónica nacional, empresa que aún a pesar 
de la crisis ha reportado boyantes ganancias 19. Así, se advierte cómo la po­
sición de intransigencia asumida por esta paraestatal, responde más a un 
planteamiento de política laboral a nivel nacional que de la imposibilidad 
económica real para otorgar dicho aumento. Tal política explica también 
el comportamiento asumido por las autoridades de la Junta Federal de 
Conciliación y Arbitraje al no dar trámite al emplazamiento a huelga pre­
sentado por el STRM cuyo objeto era la obtención del citado aumento de 
emergencia, (julio de 1984). Con este acuerdo la autoridad laboral se colo· 
ca en un plano de burda ilegalidad violando lo dispuesto por el Artículo 
450 de la Ley Federal del Trahajo, que sefiala entre las causales de huelga, 
el conseguir el equilibrio entre los factores de la producción; también viola 
lo dispuesto por el Artículo 923 del mismo código que señala 1 .. caUBaS 
por las que la Junta puede abstenerse de dar trámite a un emplazamiento 
de huelga. Más aún, la autoridad laboral se contradice con su propio com­
portamiento respecto a cientos de emplazamientos presentados en esos 
días con el mismo objeto así como con la actuación que ella misma tuvo 
respecto al segundo emplazamiento que tuvieron que formular los trabaja­
dores telefonistas, el cual sí fue admitido. 

La justificación que en su momento esgrimió el Presidente de la Junta 
y que luego retomó el Secretario del Trabajo en su comparecencia ante el 
Congreso de la Unión, fue la de que la negativa de trámite se fundamentó 

18 Uno mÓl uno, 8 de .aeptiem'bre de 1984. 
19 Véue ProcelO 416 y El Cotidiano número (publicación mensual de la OivJsiÓtt 

de Ciencia8 SOCtaJ.ea-U AM Azcapotsalco). 
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en una jurisprudencia, que como se sabe, señalaron, tiene carácter obligato­
rio. Resulta curioso, pienso yo, que en este caso se recurriera a dicha juris­
prudencia que data de los afios 40 (Tesis Corona), que en su tiempo sirvió 
para reprimir luchas significativas deteniendo los trámites de huelga, al es­
tablecer que la vigencia de un Contrato Colectivo de Trabajo presume que 
existe equilibrio entre los factores de la producción. La aplicación de esta 
tesi~ fue matizada posterionnente por las autoridades laborales al señalar 
que tal presunción admitía prueba en contrario. Sin embargo, "la dificul­
tad radica en precisar en qué oportunidad deben los trabajadores demos­
trar el equilibrio, puesto que ello implicaría que la Junta entrara a juzgar el 
fondo del conflicto, facultad de la que carece a menos que se someta el 
conflicto a su arbitraje"2o. Los casos en que la Tesis Corona ha sido aplica­
da demuestran que siempre se ha admitido el emplazamiento y con poste­
rioridad se ha hecho tal apreciación. En el caso de los telefonistas, la Junta 
no entró en tales minuciosidades, simplemente se abstuvo de dar trámite al 
emplazamiento. 

Una vez más, el discurso formal de la juridicidad encubre y deforma la 
realidad. En la calificación de prioridades subsiste la razón del Estado so­
bre la de los trabajadores, que refleja -ni duda cllbe- una dura realidad de 
vida (cuyo cabal conocimiento no le es ajeno al Presidente de la Junta Fe­
deral de Conciliación y Arbitraje ni al Secretario de Trabajo); ello indepen­
dientemente de lo discutible que es la aplicabilidad de una jurisprudencia 
ya en de8Uso, respecto de disposiciones de la ley reglamentaria. El orden 
jurídico nuevamente es manipulado en función del ejercicio del poder. 

También son válidas estas reflexiones para evaluar el comportamiento 
de la autoridad laboral en tomo al reconocimiento del Comité Ejecutivo 
electo del STRM, cuya "toma de nota" fue precedida por 11n trámite ruma­
rÍsllno para ventilar una demanda presentada por un sector disidente del 
actual Comité reclamando la nulidad de las elecciones. Mediante una burda 
maniobra de la autoridad, se pretende desahogar en un ,ólo día el procedi­
miento de resolución de una demanda presentada seis meses antes por el 
grupo disidente. Se llega incluso al extremo de habilitar días y horas para 
las audiencias sin que hubiere justificación legal para ello. 

Si sometemos la anterior relación de hechos a un detenido análisis po­
demos llegar a las siguientes conclusiones. 

1. El comportamiento de los trabajadores telefonistas durante el pe­
ríodo de pre-huelga (portación de gafete., ve.timenta generalizada de rojo 
y negro, paros "relámparo ", nutrida asistencia a las asambleas sindicales, 
etc.), demostró el alto nivel de conciencia de clase, disciplina. y organiza­
ción alcanzados por ese gremio, que por ello es considerado por el Gobier­
no y algunos sectores de la burguesía como "aristocracia gremial ... líderes 
voraces de poder y representatividad fincada en la intolerancia y el irres­
ponsable pastoreo "21. Estas apreciacione8, ocultan realmente la preocupa­
ción que provoca en ciertas esferas de poder la acción organizada de los 

20 B~nsusán, op. cit., Cap.lU, p. 13. 
21 Monten~gro, Manuel Roberto, "R~quisa telefónica. Derecho de usuarios", en 

Excélsior, 15 d. septiembre d~ 1984. 
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trabajadores que pone en cuestionamiento la legitimidad de dicho poder y 
la supuesta estabilidad social. 

Indudablemente que medid .. como la requisa que según hemos visto 
tienen como finalidad última la desarticulación de las luchas obreras cum­
plen en definitiva ese objetivo: comentarios de 108 propios trabajadores re­
flejan que lo central de BU aplicación es la intimidación que provocan sobre 
sus destinatarios, la sensación de que son vigilados y que eventualmente 
pueden ser sancionados. Este temor, se hizo realidad con las "investigacio­
nes" respecto de alrededor de 300 trabajadores y del despido de 60 de 
ellos. En la empresa privaba un ambiente de terror que inclusive convirtió 
la inicial negociación por incremento salarial en la negociación por la reins­
talación de los despedidos y por la supresión de la requisa. La patronal lo· 
gró su objetivo: la petición salarial fue olvidada y archivado el emplaza­
miento a huelga. 

2. L08 acontecimientos en el Sindicato de Teléfonos SOn también re­
presentativos de la posición que el Estado mexicano observa en una situa­
ción de crisis, en la que se hace patente la dureza en sus relaciones con el 
movimiento obrero pero muy en particular con aquellos sectores que se 
atreven a confrontar su actuación y que a su vez son voceros del malestar 
popular (sumamente ejemplificativo de ello es el caso del SUTIN y del Sin­
dicato del Metro) 22 • Ante la necesidad de legitimar esta postura se acude a 
todo tipo de fórmulas: desde los reconocimientos a la "paciencia obrera ~\ 
la conciliación de los conflictos, hasta la aplicación de jurisprudencias ob­
soletas. Cuando ellas ya 80n inoperantes sólo queda el recurso de la repre­
sión frontal, directa, disfrazada con un cierto velo de legalidad. Es ahí don­
de entra en juego la requisa. 

Las justificaciones oficiales de su aplicación tienen que ver, como ya 
sefialamos, con la "preocupación del Gobierno por salvaguardar la paz pú­
blica, el bien común, etc. ", aún cuando ya sahemoslo que encubren estos 
conceptos. Así es posible llegar al absurdo de declaraciones como las del 
Secretario del Trabajo en el sentido de que '1a requisa no es contra 108 tra­
bajadores, es para sustituir la administración de una empresa que no garan­
tiza la prestación de un servicio que puede afectar el orden social y el or­
den jurídico nacional "23. ¿Desde cuándo la ineficiencia de las empresas se 
sanciona con la requisa? ¿No parece más lógico reemplazar a los funciona~ 
rios ineptos? 

En el discurso del poder son consideraciones como las anteriores las 
que han llevado a que "las necesidades básicas del hombre no sean retoma~ 
das como una exigencia imperiosa para cualquier régimen político y que la 
concepción tecnicista de los problemas, sustentada en el relieve de la efi~ 
ciencia pura, esterilice, desinfecte y purifique la acción estatal"14. 

3. La ejecución de la requisa en este C880 concreto patentiza los vicios 
de anticon.titucionalidad e ilegalidad (re.pecto a la ley reglamentaria del 
artículo 123) de esta figura: 

22 Rey .. , Manuel, eUIJlro OGIOI de violación G Jo. derecho. Ioborol6l, 1984. 
23 E~célnor, 1 Q de teptiembre de 1984. 
24 Larraflap, 01'. cit., p. 33. 
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a) Las autoridades de la ser detenninaron, en el decreto requisitorio 
correspondiente, que 108 prohlemaslaborales existentes en la empresa "po­
nen en peligro la seguridad y economía del país ". Se desprende entoncel3 
de esta declaración, que todo problema laboral que se suscÍte en esa empre­
sa, al prestar ella servicios estratégicos al Gobierno Federal, puede detenni­
fiar su requisa. Es decir, que los trabajadores telefonistas no podrán nunca 
hacer valer su derecho a la huelga, para lograr mediante ella, mejores comli· 
ciones de vida y trabajo. ¿Le está entonces vedada esta legítima lucha de 
los trabajadores de 108 servicios públicos?; ¿están acaso ellos sujetos a un 
"régimen de excepción"? Claramente se aprecia aquí como la requisa es un 
atentado contra el derecho de huelga. 

b) El citado decreto encierra también una notoria contradicción: Por 
un lado pretende legitimar la medida, señalando que se utilizarán los servi­
cios del personal con sujeción a lo dispuesto por el Contrato Colectivo; pe­
ro, finalmente, dispone que "se podrá, en su caso, emplear otro personal 
distinto a fin de garantizar la eficiente prestación del servicio telefónico" 
Se respeta entonces formalmente el contrato, pero también formalmente 
se viola al ordenar que personal externo pueda ocupar puestos sindicaliza­
dos. La trascendencia que esto tiene se analizó en páginas anteriores. 

Ahora bien, si pasamos del mundo de las declaraciones al de 108 he­
chos, apreciamos cómo la realidad práctica de la requisa es diametralmente 
opuesta: el respeto al Contrato Colectivo fue palabra muerta: investigacio­
nes a los trabajadores y aplicación de sanciones sin apegarse a procedimien­
to contractual alguno. El dirigente sindical denuncia: "se ha suspendido el 
pago de salarios al personal investigado -trescientos- (se refiere a investÍ­
gaciones por supuestas faltas en el desempeño del trabajo), a los delegados 
sindicales -trescientos cincuenta-, a losconvencionistas y al Comité Ejeeu­
tivo que acaba de tomar posesión, mientras que las negociaciones obrero­
patronales se volvieron a romper. La empresa, en su posición de continuar 
presionando y evitar el diálogo, ha prohibido la entrada a los delegado!:l sin­
dicales a los centros de trabajo, actitud justificada por la persistencia de la 
requisa ,,25 

¿Puede considerarse lo anterior como de respeto al Contrato Colecti­
vo? Más bien ella demuestra que es entonces la empresa la que provoca con 
su actitud que esta medida continúe pues a pesar de que los requisadores 
infonnaron el 8 de octubre de 1984 que "el servicio telefónico nacional 
funcionaba con toda normalidad", el Estado la suspendió semanas después. 
Gracias a ella, la actitud combativa del Sindicato se transformó en acción 
defensiva. 

c) Finalmente, la aplicación de la requisa telefónica nos ilustra sobre 
lo dicho en líneas anteriores respecto a cómo ella contradice el papel que 
el artículo 123 constitucional atribuye al Estado como mediador de las re· 
laciones de producción. Efectivamente, a pesar de que el Gobierno declara 
en el decreto respectivo que se abstiene de prejuzgar sobre la situación la­
boral existente en la empresa, los acontecimientos nos indican como la 
práctica de e8ta medida le permitió intervenir activamente en la problemá-

2S lA Jomada, 8 de octubre de 1984. 
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tica, mas no para conciliar, sino para apoyar abiertamente a uno de los po­
los de la conflictiva. Ello permitió que prosperara la acción empresarial de 
investigaciones, sanciones, ausencia de pagos, medidas intimidatorias y 
despidos. 

Todo proyecto de sociedad más justa debe rebaBar definitivamente, 
como sabemos, la estructura jurídica actual, la que indudablemente está ju­
gando un papel relevante en el proceso de integración del movimiento 
obrero de vanguardia. De ahí la importancia de su estudio. 

Para quienes sostenemos la necesidad del análisis crítico de las institu­
ciones jurídicas y vemos en él la posibilidad de desentrañar el papel que 
juega el Derecho en un sistema capitalista como el nuestro, reviste también 
particular interés el que a partir de esta crítica se favorezca la búsqueda 
por desarrollar usos alternativos de dicha legalidad. Pretendemos participar 
así, si quiere limitadamente, en el vasto espacio de la lucha obrera. Este 
breve estudio tiene ese fin. 
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